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BASSOLS COMA (Martín): Código de los
Estatutos de Autonomía de las Co-
munidades Autónomas. Madrid, Ins-
tituto de Estudios de Administra-
ción Local, 1983, 416 págs.

Martín Bassols se ha tomado el tra-
bajo —indiscutiblemente laborioso y
arduo— de ofrecer una imprescindi-
ble «herramienta de trabajo» útil para
todos los juristas: profesores, alum-
nos, abogados, funcionarios, etc.

A lo largo de 400 páginas, el Cate-
drático de Derecho administrativo ha
ordenado los 17 Estatutos de Auto-
nomía en 53 bloques temáticos homo-
géneos, que, a su vez, clasifica en ocho
libros. El lector puede encontrar en
este libro, con «rapidez y comodi-
dad», lo que dicen cada uno de los
Estatutos («verdaderos Códigos polí-
ticos», los denomina el autor) sobre
materias tan diversas como éstas: el
régimen electoral; las banderas, escu-
dos e himnos; la agricultura y gana-
dería; la industria; las obras públi-
cas; la legislación penitenciaria; la ha-
cienda, patrimonio y presupuestos...,
y así hasta los 53 bloques. Un trabajo,
pues, sencillamente exhaustivo.

Martín Bassols califica su libro como
«un primer ensayo de descripción de
una posible parte especial del Dere-
cho administrativo autonómico, cuya
evidente complejidad incidiría en la
ya de por sí recargada y difícilmente
aprehensible parte especial del Dere-
cho administrativo común». En reali-
dad, su autor puede considerar que
ya ha logrado «un primer éxito» en

la medida en que la «evidente comple-
jidad» ha quedado reducida alcanzan-
do la finalidad que se había propues-
to: «facilitar a los juristas de las dis-
tintas especialidades una consulta rá-
pida y cómoda (de los Estatutos) con
el auxilio de índices sumariales y te-
máticos».

El lector sabe que tiene ante sí uno
de esos libros imprescindibles, de uso
casi constante, que se inscribe en la
línea de los grandes Códigos (el de
García de Enterría sobre la «Legisla-
ción administrativa» o el Gimbernat
sobre la «Legislación penal»).

Sólo cabe, por tanto, el elogio y qui-
zá una sugerencia para futuras edicio-
nes: incluir dentro de cada «bloque»
los preceptos de la Constitución (en
especial, los arts. 148 y 149) que afec-
ten a cada materia. Es decir, extender
a la Constitución la «operación de
cirugía» que ha realizado en los 17 Es-
tatutos.

Javier DE LA OLIVA SANTOS

PANERAI (Philippe) y otros: Elemen-
tos de análisis urbano. Madrid, Ins-
tituto de Estudios de Administra-
ción Local, 1983, Colección «Nuevo
Urbanismo», núm. 42, 280 págs.

La colección «Nuevo Urbanismo»,
cuyo número primero veía la luz en
el año 1971 con un prólogo de Juan
Luis de la Vallina Velarde, por aquel
entonces Director del Instituto de Es-
tudios de la Administración Local, nos
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ofrece ahora, en su número 42, una
obra en la que se agrupan los traba-
jos de distintos autores, que fue pu-
blicada, por primera vez, en Bélgica,
en el año 1980.

El libro tiene su origen, según se
indica en las páginas iniciales, en un
trabajo sobre las formas urbanas ela-
borado por un equipo de profesores
de la Escuela de Arquitectura de Ver-
salles, al que se añadieron después ob-
servaciones más generales y puntos
de vista relativos al método, bajo el
título de Principios de análisis urba-
no. La revisión y ampliación comple-
mentaria de aquellos trabajos consti-
tuye la obra que ahora se ofrece en
edición española por el Instituto de
Estudios de Administración Local.

En el prólogo, de Jean Castex, se
pone de manifiesto la urgencia y ne-
cesidad del análisis urbano, cuya fun-
ción capital es la defensa de la ciu-
dad. «Tenemos la necesidad —se dice
aquí— de saber dónde recuperar la
ciudad y cómo volver a hacerla». «El
análisis urbano es la condición mis-
ma del proyecto». «Suministra la ma-
teria sobre la que se realiza el proyec-
to». Si se pretende volver a dar al
arte urbano el lugar que le corres-
ponde, los elementos de análisis cons-
tituirán un cimiento imprescindible.
«Para volver a dar forma a la ciudad
no será suficiente contar con una ge-
neración numerosa de arquitectos bien
preparados. Es urgente restituir y
desarrollar una cultura arquitectural
de la ciudad».

En las tres páginas de introducción
se dirá cómo el análisis de las ciuda-
des, unas veces es observado a nivel
muy general, desde el punto de vista
de la ordenación del territorio, y
otras, en cambio, se enfoca desde un
ángulo excesivamente reducido refe-
rido tan sólo «al edificio, al habitat
o a los equipamientos». Esta obra pre-

tende situarse en un punto medio en
el que los distintos elementos urba-
nos se entrelazan para constituir una
estructura de conjunto. A partir de
la consideración de que cada una de
las ciencias que se ha preocupado
de la ciudad no ha sido capaz de dar
una visión global de la misma, y sólo
su propia lectura y aproximación, se
tomará lo construido como «el ele-
mento estable sobre el que vendrán
a articularse las diferentes lecturas».
«Se trata de devolver a la forma ur-
bana su autonomía», y «restituir la
arquitectura, y la crisis por la que
ésta atraviesa, en el marco de una
problemática más global: la de las
ciudades».

Los seis capítulos de la obra, escri-
tos por distintos autores, están dedi-
cados a los fenómenos de crecimien-
to (cap. I: Philippe Panerai), desta-
cando el interés de los vestigios —tra-
zados y parcelaciones— (cap. II: Mar-
celle Demorgon). Desde el punto de
vista concreto, se estudian las tipo-
logías (cap. III: P. Panerai) y el pai-
saje urbano (cap. IV: P. Panerai), y,
por último, las prácticas urbanas (ca-
pítulo V: Jean-Charles Depande) y las
estructuras urbanas (cap. VI: Michel
Veyrenche y P. Panerai).

Como anexo se recoge, y «de forma
algo polémica», un «texto que intenta
situar el trabajo entre las experien-
cias y los debates, que han marcado la
enseñanza de la arquitectura de este
último decenio».

La obra, en definitiva, contiene pun-
tos de vista diferentes, «a veces di-
vergentes» —según se dice—, pero que
es reveladora del estado actual de los
conocimientos de los autores sobre la
ciudad.

A propósito se han querido recoger
párrafos literales del texto que comen-
tamos, de ahí los numerosos entre-
comillados. Porque, evidentemente,
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estos Elementos de análisis urbano
no son una obra de las que habitual-
mente suelen ofrecerse en las páginas
de recensión a los lectores de esta
REVISTA. Sin embargo, nos parece in-
teresante dar noticias de obras como
la presente, que ofrece a los profanos
el panorama de una disciplina profun-
damente preocupada por la ciudad
—hasta el punto de que en ocasiones
se ha acusado a los arquitectos de
monopolizar el «hacer ciudad»—, para
la que busca denodadamente el enfo-
que justo y actualizado. Nos sigue pa-
reciendo que este enfoque nunca pue-
de ser unilateral. Pero no cabe duda
que estaríamos más cerca de la cer-
teza si cada profesión, interesada y
preocupada, hiciera el esfuerzo de re-
flexión sobre la realidad urbana que
esta obra denota.

Paulino MARTÍN HERNÁNDEZ

ARGENTE DEL CASTILLO OCAÑA (Carmen)
y RODRÍGUEZ MOLINA (José): Regla-
mentación de la vida de una ciudad
en la Edad Media. Las Ordenanzas
de Baeza. Granada, Cuadernos de
Estudios Medievales de la Universi-
dad de Granada, edición patrocina-
da por el Excmo. Ayuntamiento de
Baeza, 1983, 108 págs.

La conservación de los archivos mu-
nicipales tiene una trascendente im-
portancia por la utilidad que reporta
inmediata o mediatamente: en el pri-
mer caso, por la necesaria preserva-
ción de antecedentes documentales en
cuanto a derechos y obligaciones de
administrados o de la actividad cor-
porativa, y en el segundo caso, como
fuente principal de la historia de la
propia ciudad, de la vida ciudadana
y su Ayuntamiento. Algunas Corpora-

ciones municipales, especialmente las
de importantes ciudades, han sido tra-
dicionalmente conscientes de la nece-
sidad y conveniencia de la celosa con-
servación de sus archivos; de ello es
una muestra el archivo del Ayunta-
miento de Baeza, el que viene pro-
porcionando a numerosos investigado-
res la posibilidad de efectuar estudios
sobre los singulares y valiosos docu-
mentos históricos de sus fondos.

Tal es el caso del trabajo publicado
por Carmen Argente del Castillo y
José Rodríguez Molina: Reglamenta-
ción de la vida de una ciudad en la
Edad Media. Las Ordenanzas de Bae-
za, pues la conservación de estas Or-
denanzas en el archivo del Ayunta-
miento ha hecho posible su actual
publicación y que sirva a los citados
investigadores para hacer un estudio
de las propias Ordenanzas, deducien-
do de ellas los aspectos básicos de la
organización administrativa y econó-
mico-social, que proporciona una in-
formación al detalle «del desenvolvi-
miento múltiple de la vida de una
ciudad medieval en el alto Guadalqui-
vir durante la segunda mitad del si-
glo xiv hasta la primera del xvi».

Los autores del libro que nos ocu-
pa, previa una introducción, en la que
expresan la singularidad e importan-
cia de las Ordenanzas de Baeza y el
propósito de su estudio, realizan éste
exponiendo la distribución adminis-
trativa del Reino de Jaén en aquellos
tiempos, la importancia de Baeza y
su desarrollo administrativo y ecle-
siástico, sus límites y jurisdicción
como ciudad realenga y la evolución
de su término, para seguir con la ex-
posición sobre los aspectos jurisdic-
cionales del Concejo de la ciudad, re-
gido por las normas contenidas en
su Carta foral (otorgada por Alfon-
so X en 1273), ampliada y explicitada
por sucesivos Ordenamientos reales y
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municipales, cuya plasmación concre-
ta quedó recopilada en el siglo xv en
las Ordenanzas que se comentan.

Recogen los autores importantes an-
tecedentes y datos sobre aspectos de-
mográficos, sociales y económicos de
Baeza y su término durante el período
al que se contrae el estudio, para ter-
minar con la descripción del manus-
crito que contiene las Ordenanzas y
del fascículo impreso de las mismas,
que la ciudad se dio para su gobierno
a lo largo de los siglos xiv y xv, no
obstante ser su fecha de aprobación
real de 1524, pues esta aprobación
vino a confirmar las propias normas
que ya regían en la ciudad, y cuyo
texto íntegro, que consta de treinta
y siete títulos, precedidos de la dis-
posición real de su aprobación, se
transcriben en el libro, el que se com-
pleta con un amplio y detallado índi-
ce de materias, que facilita la consul-
ta de las Ordenanzas.

El libro constituye una valiosa e
interesante aportación a la bibliogra-
fía sobre Ordenanzas municipales his-
tóricas, por lo que es de ponderar la
decisión del Excmo. Ayuntamiento de
Baeza de patrocinar su edición.

Pedro PONCE LLAVERO

ARMERO (José-Mario): Autonomías y
política exterior. Madrid, Instituto
de Cuestiones Internacionales, 1983,
100 págs.

Autonomías y política exterior es
un libro escrito de prisa, con rapidez,
y probablemente con una finalidad
concreta y coyuntural. Su lectura y,
sobre todo, su presentación en públi-
co (en un acto más político que cien-
tífico) justifican esa apreciación.

Por supuesto, es perfectamente le-

gítimo escribir un libro con esos con-
dicionamientos, pero es evidente que
ello implica riesgos.

Armero logra alcanzar el propósito
que anuncia en la «Introducción»: «sa-
car a la luz las preocupaciones que
suscita la incidencia de la forma cons-
titucional adoptada sobre la futura
política exterior de España». Y qui-
zá porque su propósito era sólo ése
(y quizá también por los riesgos de
las prisas), el libro resulta ser más di-
vulgativo que científico.

Así puede excusarse la calificación
de «simples gobiernos locales» que,
obiter dicta, da a las Comunidades
Autónomas en la página 58. O la cu-
riosa errata (?) de escribir «estado»
con inicial minúscula siempre —o casi
siempre— que lo menciona. O el ol-
vido de explicar al lector que la ex-
presión «competencia exclusiva» es
—como reiteradamente ha dicho el
Tribunal Constitucional— equívoca,
explicación que habría contribuido a
aclarar por qué la exclusividad del
Estado en materia de relaciones in-
ternacionales no impide (pág. 99) que
las Comunidades tengan reconocida
una cierta intervención. O la ausencia
de referencia alguna al «Convenio-
Cuadro de Cooperación Transfronte-
riza» que, inspirado por el Consejo
de Europa, plantea la primera apli-
cación de las previsiones contenidas
en los Estatutos.

Todo esto (y otros aspectos o enfo-
ques) era, probablemente, innecesario
para los fines del autor. De lo que se
trataba era de concluir en la necesi-
dad de que «la colaboración de los
Entes autonómicos en la política ex-
terior no puede ser un coto cerrado
del Ejecutivo. Tiene que abrirse nece-
sariamente al Legislativo, donde la
participación de los partidos nacio-
nalistas en las Comisiones de Asuntos
Exteriores contribuiría a una mayor
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cohesión en nuestro quehacer inter-
nacional» (pág. 100). Para estas con-
clusiones no era necesario profundi-
zar en el entramado jurídico de la
Constitución y los Estatutos. Esto,
sin duda, lo sabía Armero, abogado
con prestigio y capacidad sobrada
para hacer un buen estudio jurídico.
Es una lástima que esta vez haya op-
tado por la «politicología».

Javier DE LA OLIVA SANTOS

LÓPEZ RODÓ, L.: Estado y Comunida-
des Autónomas. Madrid, Publicacio-
nes Abella, 1984, 166 págs.

Aparece publicado en esta edición
el discurso de ingreso de su autor en
la Real Academia de Jurisprudencia
y Legislación el 5 de marzo de 1984.
El trabajo es presentado en el prólo-
go del; Profesor Garrido Falla, que
comenta también algunos aspectos del
reparto de competencias entre el Es-
tado y las Comunidades Autónomas.

A la vista de la abundante bibliogra-
fía aparecida sobre el tema, cabe pre-
guntarse por el interés que puede re-
vestir otra publicación que se suma
a la abultada lista de las ya existen-
tes. Tras la lectura del estudio del
Profesor López Rodó, tal pregunta se
resuelve favorablemente, pues cons-
tituye una valiosa y pragmática apor-
tación a un tema que en modo alguno
está clarificado y que afecta esencial-
mente a la vida nacional.

Los problemas cotidianos que plan-
tea el Estado de las Autonomías pue-
den producir el equívoco de pensar
que tales problemas sólo han de re-
solverse en las sedes políticas, tenien-
do en cuenta la naturaleza política
de los mismos. Sin embargo, tal plan-
teamiento es erróneo, pues, además

de los necesarios planteamientos po-
líticos, los problemas Estado-Comuni-
dades Autónomas han de plantearse
ab initio desde una perspectiva jurí-
dica, ya que es en la norma funda-
mental donde se contempla estática
y dinámicamente el nuevo modelo de
Estado. Así lo viene corroborando el
Tribunal Constitucional, que con su
jurisprudencia está garantizando el
valor normativo de la Constitución
y su manifestación en un gobierno de
leyes y no de hombres, según el clásico
principio del constitucionalismo an-
glosajón. Por ello, el estudio que co-
mentamos reviste un especial interés
para todos aquellos que se identifican
con la problemática de la organiza-
ción territorial del Estado, pues, con
un enfoque pragmático, se realiza una
brillante exégesis del ordenamiento
—partiendo siempre de la Constitu-
ción— con el apoyo de numerosas sen-
tencias del Tribunal Constitucional y
de las más significativas aportaciones
doctrinales.

Comienza el Profesor López Rpdó
planteando la naturaleza del modelo
de Estado, para llegar a la conclusión
de que nos encontramos ante un Es-
tado constitucionalmente innominado.
Frente a la definición del Estado in-
tegral en la Constitución de 1931, la
Constitución de 1978 no ha optado cla-
ramente ni por el modelo federal ni
por el modelo unitario. Tal indefini-
ción ha producido una exuberancia en
los calificativos doctrinales que, final-
mente, ha llevado a la aceptación ma-
yoritaria del término Estado de las
Autonomías, pero es un acuerdo que
no resuelve el problema de fondo,
pues la naturaleza permanece indefi-
nida. Siguiendo el camino de exclu-
sión, se expone que no puede acep-
tarse el modelo federal, pues ya en
los debates parlamentarios de elabora-
ción 'de la Constitución quedó claro
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que no se pretendía establecer ese
sistema. Tal exclusión nos remitiría
al modelo unitario, pero esencialmen-
te .modulado por la autonomía políti-
ca de que gozan las Comunidades
Autónomas, como ya se reconoció en
la sentencia del Tribunal Constitucio-
nal 25/1981, de 14 de julio, en la que
se decía que «gozan de una autonomía
cualitativa superior a la administrati-
va que corresponde a los Entes loca-
les, ya que se añaden potestades le-
gislativas y gubernamentales que la
configuran como autonomía de natu-
raleza política».

En el segundo capítulo se analiza la
regulación constitucional de las Comu-
nidades Autónomas que, por su auto-
nomía política, serían calificables de
«fragmentos de Estado», empleando el
término de Jellinek. En esta regula-
ción constitucional quedan patentes
los defectos del Título VIII, en espe-
cial de su Capítulo 3.°, dedicado a las
Comunidades Autónomas, pues el con-
senso llevó a introducir en el texto
fundamental «compromisos dilato-
rios» que remitían a un momento fu-
turo la nítida configuración de aspec-
tos que los constituyentes prefirieron
no aclarar. Por ello, nos encontramos
con una notable ausencia de sistemá-
tica, que ha sido compensada en un
mínimo por la homogeneidad institu-
cional entre las diversas Comunida-
des Autónomas que, por sus Estatu-
tos, se han dotado de semejantes ór-
ganos de autogobierno. Por otra par-
te, observa el autor que la diversidad
de competencias de que gozan las Co-
munidades es meramente transitoria,
pues tiene su origen en la vía de ac-
ceso a la autonomía y será equilibra-
da una vez que se pongan en funcio-
namiento los mecanismos de amplia-
ción de competencias hasta los máxi-
mos disponibles por las Comunidades.

Tras la aproximación al modelo de

Estado y a la regulación de las Comu-
nidades Autónomas, se introduce el
complejo tema de la delimitación de
competencias, cuestión que, una ver
resuelta, nos daría la clave para des-
entrañar el problema del modelo de
Estado. Sin embargo, las cláusulas di-
latorias, antes mencionadas, y la com-
plejidad de las listas de competencias
«exclusivas», nos vuelven a enfrentar
a un Derecho constitucional in fieri,
según la expresión de Lucas Verdú. De
ahí que, con acierto, López Rodó se
ciña especialmente a la jurispruden-
cia constitucional, que, hasta, cierto
punto, ha clarificado la cuestión. El
mismo Tribunal Constitucional reco-
noce la complejidad de la técnica uti-
lizada por la Constitución, dada la
frecuente coincidencia sobre una mis-
ma materia de intereses generales de
diverso alcance. Ahora bien, un prin-
cipio esclarecedor es el sustentado en
la sentencia 76/1983, de 5 de agosto, en
la que se dice: «por lo que se refiere
a la delimitación de competencias en-
tre el Estado y las Comunidades Autó-
nomas, de acuerdo con lo que deter-
mina el artículo 147, 2.°, á), son los
Estatutos de Autonomía las normas
llamadas a fijar las competencias asu-
midas dentro del marco de la Consti-
tución». La claridad aportada no es
evidentemente cegadora, pero consti-
tuye un punto de apoyo, al menos ex-
presamente determinado. Siguiendo
con el análisis de la jurisprudencia
constitucional, López Rodó estudia un
buen número de sentencias según los
criterios seguidos para llegar al fallo:
«interés», «ámbito territorial», «ba-
ses» y «legislación y ejecución».

En el último capítulo se presentan
las posibles alteraciones del sistema
de delimitación de competencias. Si
el sistema era poco claro ya en los
artículos 148 y 149, se complica aún
más por lo que López Rodó califica
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•de «perforaciones» del techo de com-
petencias, que se recogen en el artícu-
lo 150 de la Constitución, y a las que
•el Tribunal Constitucional se ha refe-
rido, al reconocer que no sólo delimi-
tan las competencias los Estatutos al
asumirlas dentro del marco de la
•Constitución, sino que también deter-
minadas leyes estatales pueden ejer-
cer una función atributiva de compe-
tencias o delimitadora de su conteni-
do. Así nos encontramos con las leyes
•orgánicas de transferencia o delega-
ción, las leyes marco y las leyes de
•armonización, que el autor estudia de-
tenidamente, como merece su trascen-
dencia, analizando separadamente en
cada una de ellas su génesis, límites,
alcance y mecanismos de control, pro-
fundizando en algunos aspectos que
aún no se había planteado la doctrina
y que tampoco han sido abordados
por la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional.

Finalmente, López Rodó se plantea
los medios disponibles para clarificar
sustancialmente el modelo de Estado,
que se deriva fundamentalmente del
sistema de distribución de competen-
cias, y que puedan evitar que el cierre
del período constituyente se siga re-
mitiendo a un futuro incierto, como
ya expuso en su día la Comisión de
expertos. Tras aceptar la necesidad
de un acuerdo político, denuncia las
disfunciones de compromisos políticos
sustraídos realmente a la sede parla-
mentaria y a su publicidad, y que po-
drían llevar a soluciones inconstitu-
cionales; y sin excluir la posible re-
forma del Título VIII cuando fuera
políticamente viable, plantea que la
delimitación de competencias que de-
termine la fisonomía jurídica del Es-
tado debe hacerse a través de la pa-
ciente labor del Tribunal Constitucio-
nal, que perfile la línea divisoria y pre-
cise el alcance del Título VIII de la

Constitución. Sólo así disfrutaríamos
de la «Prudencia para enjuiciar bien,
que debe adornar a quienes tienen la
misión de juzgar, a la Prudencia del
Derecho, esto es, como decían los ro-
manos y seguimos diciendo hoy, a la
Jurisprudencia».

Juan DE LA CRUZ FERRER

MINISTERIO DE ADMINISTRACIÓN TERRI-
TORIAL: Jurisprudencia constitucio-
nal en materia de autonomías terri-
toriales. Año 1983. Madrid, 1984, 76
páginas.

La doctrina se ha encargado de re-
saltar el protagonismo del Tribunal
Constitucional en la construcción del
Estado de las Autonomías. El discuti-
do Título VIII de la Constitución ofre-
ce lagunas, vacíos y ambigüedades que
dicho Tribunal está llamado a llenar
y superar, en una tarea que no siem-
pre aparece cómoda ni fácil. Hasta
ahora su labor ha sido, en líneas ge-
nerales, correcta y apreciada en los
ambientes jurídicos y políticos, y de
modo especial su actividad ha sido sin-
gularmente intensa en el campo don-
de se mueven tanto las Comunidades
Autónomas como las Corporaciones
locales, sin duda porque es ahí donde
el constituyente se ha mostrado más
inseguro en los planteamientos y más
incierto en las soluciones.

El libro del Ministerio de Adminis-
tración Territorial selecciona la actua-
ción del Tribunal Constitucional en el
ámbito de las autonomías territoria-
les durante el año 1983. Y lo hace pro-
poniendo al lector, en primer término,
un índice de los temas abordados, y
que van desde el «acatamiento a la
Constitución por medio del juramen-
to o promesa» hasta la «vigilancia del
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Estado sobre las Comunidades Autó-
nomas», comprendiendo un total de
38 temas, para terminar con una re-
lación de las sentencias publicadas a
lo largo de 1983 sobre autonomías
territoriales. En segundo lugar, figura
un índice más detallado, puesto que,
junto a la voz o palabras selecciona-
das, se sitúan cuestiones, aspectos y
manifestaciones de las mismas que
han merecido la atención del Tribu-
nal Constitucional; de forma y mane-
ra que el libro reproduce la parte de
la sentencia que toca el punto objeto
de análisis, indicando, obviamente, los
datos que ayuden a la identificación
de la sentencia utilizada. Y en las pá-
ginas finales, se contiene una relación,
como se indica más arriba, de las sen-
tencias publicadas en 1983 hasta un
total de 25, así como de los recursos
de amparo y sus correspondientes sen-
tencias dictadas en la materia relati-
va al cese de Alcaldes y Concejales
y que suman un total de siete.

Examinando esta relación de sen-
tencias, a nadie se le oculta que, den-
tro de ellas, algunas sobresalen por su
trascendencia política o por su signi-
ficación jurídico-administrativa. Bas-
tará aquí con referirse a la sentencia
número 76/1983, de 5 de agosto, resol-
viendo los recursos de inconstitucio-
nalidad dirigidos contra el texto defi-
nitivo del Proyecto de Ley Orgánica
de Armonización del Proceso Autonó-
mico (la conocida LOAPA), sin olvidar
otras que tocan temas como el régi-
men de traslado de los funcionarios
de los Cuerpos Nacionales, el procedi-
miento de ingreso en la función pú-
blica local, las elecciones locales, el
juramento a la Constitución, las Ha-
ciendas locales y la coordinación y pla-
nificación sanitarias. El núcleo de
doctrina que se contiene en estas sen-
tencias del Tribunal Constitucional es
lo suficientemente sustancial y rico

como para que el lector se encuentre
ante un material que le será de ex-
traordinaria utilidad en su vida profe-
sional, y que le ayudará a una más
exacta comprensión del fenómeno de
la autonomía territorial en su doble
proyección autonómica y local.

La publicación está cerrada a 2 de
enero de 1984. Y dado su interés y ac-
tualidad, pensamos que habría gana-
do en atractivo si en sus páginas ini-
ciales se hubiera hecho una siquiera
breve introducción o presentación
para explicar su razón de ser; obser-
vación que es válida para la otra obra
que también noticiamos en este nú-
mero de la REVISTA.

Vicente GONZÁLEZ-HABA GUISADO

MINISTERIO DE ADMINISTRACIÓN TERRI-
TORIAL: Régimen local. Madrid, Se-
cretaría General Técnica, 1984, 135
páginas.

La presente publicación responde al
interés creciente que, en el seno de la
sociedad española, empiezan a des-
pertar los temas locales. Afortunada-
mente, desde la aprobación de la vi-
gente Constitución, se está producien-
do entre nosotros un cambio sustan-
cial en la óptica de los problemas
jurídico-administrativos, desde el mo-
mento en que desciende la atención
hacia cuanto se relaciona con el Es-
tado y, en la misma medida, se incre-
menta el interés por las cuestiones
locales y autonómicas. Tal proceso
hay que valorarlo como positivo por
cuanto supone, de entrada, que el Ré-
gimen local empieza a situarse en el
lugar que le corresponde y que va for-
mándose en la conciencia ciudadana
una imagen más real y amplia del
mismo.
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El Ministerio de Administración Te-
rritorial, sensible a este tipo de evo-
lución, ha confeccionado el libro que
comentamos con la finalidad de ofre-
cer al lector un instrumento de traba-
jo y consulta en el que encuentre, de-
bidamente sistematizado y ordenado,
un conjunto de aspectos referentes a
la legislación local en los que, como
no podía ser menos, se imbrican la
vertiente puramente local y la más
típicamente autonómica. Así se dedu-
ce de la lectura de los rótulos que en-
cabezan cada uno de los cuatro gran-
des apartados en que la obra ha sido
parcelada.

La primera parte, dedicada a estu-
diar «El Régimen local en la Consti-
tución y en los Estatutos. Distribución
•de competencias», recoge simultánea-
mente los preceptos constitucionales
sobre la Provincia y el Municipio y los
respectivos artículos de los Estatutos
de Autonomía que inciden sobre am-
ibos puntos, y con la característica de
que esta incidencia se extiende a la
•Comarca, las áreas metropolitanas,
otras /Entidades locales y los funcio-
narios locales. La segunda parte se
•denomina «Decretos de traspasos», y
abarca primero una relación de di-
chos Decretos; segundo, una enume-
ración de los preceptos de la normati-
va legal afectados por los traspasos
llevados a cabo, y, en tercer lugar, los
correspondientes cuadros en los que
•se plasma mediante .apartados y co-
lumnas las competencias traspasadas
y los Decretos mediante los cuales el
traspaso ha tenido lugar. La tercera
parte, sobre «Jurisprudencia consti-
tucional», ordena por temas (concep-
to de autonomía local, teoría del in-
terés respectivo, distribución de com-
petencias, intervención del Estado, tu-
tela financiera, deuda pública, función
pública local, Cuerpos Nacionales, ba-
ses del régimen jurídico de los fun-

cionarios y ceses de Alcaldes y Con-
cejales) los pronunciamientos del Alto
Tribunal, seleccionando los párrafos
más interesantes de las sentencias y
que mejor sintetizan el espíritu y al-
cance de las mismas. Y, por último,
la cuarta parte, que trata de la «Legis-
lación de las Comunidades Autóno-
mas», agrupa varias disposiciones, a
nivel de Ley o Decreto, que de alguna
forma regulan la Vida local en su es-
tructura y funcionamiento.

La mera descripción, acabada de ha-
cer, del sumario del libro que comen-
tamos justifica tanto su actualidad,
como su oportunidad. La edición ha
sido cerrada al 15 de febrero de 1984,
por lo que su validez actual queda ga-
rantizada en la medida en que esta
clase de publicaciones pueden alcan-
zar una cierta estabilidad que la apa-
rición de nuevas disposiciones se en-
carga siempre de erosionar. Y en
cuanto a la oportunidad, queda pron-
to demostrada si nos asomamos al
bosque normativo creciente sobre Co-
munidades Autónomas, y al que sólo
es factible acceder si tenemos medios
que nos ayuden a penetrar en él con
seguridad y firmeza. En base a esta
serie de razonamientos, el libro del
Ministerio de Administración Territo-
rial servirá de ayuda a los estudiosos,
de estímulo a los expertos e investiga-
dores, de apoyo a los funcionarios y
profesionales y de impulso e inicia-
ción a los meramente interesados por
esta clase de cuestiones.

Vicente GONZÁLEZ-HABA GUISADO

PAREJO ALFONSO (Luciano): Estado so-
cial y Administración pública (Los
postulados constitucionales de la
reforma administrativa). Madrid,
Ed. Civitas, 1983, 326 págs.

I. La obra de Parejo Alfonso está
dividida en cuatro capítulos, dando,
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sin embargo, la impresión inicial que
el tercero y el cuarto no tienen rela-
ción con los dos primeros, si bien
respecto del tercero posteriormente
se evidencia que la cláusula social es
el hilo conductor que coordina las
distintas Administraciones públicas y
las hace parte de un todo en el con-
texto del Estado autonómico. En cuan-
to al capítulo cuarto plantea más di-
ficultades encontrar el hilo conduc-
tor, pues, aunque en algún momento
aparece el Estado social como agluti-
nador, tiene que apoyarse en el prin-
cipio del Estado de Derecho para abor-
dar los problemas que allí examina
respecto al proceso contencioso, pues-
to que, me parece, son más próximos
a este principio que al del Estado
social.

Comienza aludiendo el autor a la
vinculación de la Administración y
Derecho administrativo a la Consti-
tución y al orden de valores que ésta
representa (pág. 22). Por ello, la re-
forma de la Administración tiene que
basarse en el orden constitucional,
y éste, a su vez, tiene que adaptarse
a las condiciones socio-económicas y
políticas de una época dada (por tan-
to, dependencia y adaptación de la
Administración a la situación histó-
rica).

Según él, la crisis de la concepción
subjetiva de la Administración o de
la concepción de la Administración
como persona jurídica es debido, en
realidad, a cuestiones más complejas
que las jurídico-administrativas, o
sea, a la cada vez mayor relación
e interdependencia entre Estado y so-
ciedad, detrás de lo cual se encuen-
tra un profundo cambio en la estruc-
tura socio-económica, que ha aumen-
tado enormemente las tareas del Es-
tado, el cual ha perdido su eficacia,
en parte, y que repercute en una pér-
dida de credibilidad y confianza en

la capacidad ordenadora del Dere-
cho (pág. 24). Por otra parte, los cam-
bios socio-económicos producidos na
se han traducido en cambios jurídico-
constitucionales y el Derecho público
está anclado en los conceptos propios,
del Estado liberal de Derecho (pági-
nas 26 y 27).

Más adelante, y ya refiriéndose al-
contexto alemán, sigue el plantea-
miento de T. Schiller (pág. 31) y ex-
pone los diferentes objetivos que pue-
de perseguir la cláusula social, desta-
cando las diferentes tendencias doc-
trinales montadas en torno a ésta-
Asimismo, destaca la polémica entre-
Forsthoff y Bachof, aludiendo poste-
riormente a la posición que mantie-
nen otros autores (F. Klein, Dürig,.
Scheuner, etc..) respecto a la com-
patibilidad entre Estado de Derecho
y social, concluyendo (págs. 49 y sigs.>
que ambos principios no son compa-
tibles, sino que hay que entenderlos
en un plano de igualdad, sin prima-
cía de uno sobre el otro.

¿Cómo se ha concretado en la prác-
tica el Estado social? Aparte de por
la doctrina, esto ha sido hecho por la
jurisprudencia del Tribunal Consti-
tucional, el cual ha establecido la
obligación del legislador a un hacer
activo (pág. 53), que, sin embargo, hay
que concretar en cada caso, pues la-
labor prestacional del Estado depen-
de de las condiciones económicas de
cada época, teniendo en cuenta, de
cualquier forma, que hay un mínimo
a realizar (Hesse). Precisamente, des-
de ese mínimo vital que el Estado»
tiene que garantizar (para que los
principios constitucionales tengan-
sentido y la libertad tenga el único
contenido que en la actualidad puede
tener, o sea, libertad real para todos >
pueden ser incardinados los Derechos
fundamentales sociales, que, aunque
limitadamente (como he puesto de
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manifiesto en mi trabajo Las aporias
de los Derechos fundamentales socia-
les y el derecho a una vivienda), la
Ley Fundamental reconoce y una par-
te de la doctrina, así como la juris-
prudencia, acepta, lo cual, por lo de-
más, ha sido destacado por Parejo
Alfonso (págs. 55 y sigs.).

En la Constitución de 1978, siguien-
do el modelo de la Ley Fundamental,
^e plasman los principios constitucio-
nales del Estado social y democráti-
co de Derecho (art. 1,1, CE), si bien,
•según el autor (pág. 62), con una ma-
yor perfección técnica que en su ho-
mólogo alemán. Continúa destacando
Parejo que el Estado de Derecho y
la cláusula social tienen el mismo
rango y validez (art. 1, 1, CE), mien-
tras que en contexto alemán precisar
-esta igualdad ha planteado una ma-
yor dificultad por la falta, en primer
lugar, de una concreción constitucio-
nal suficiente y, además, por la toma
de postura de una cierta doctrina
<Forsthoff) a favor de la preponde-
rancia del Estado de Derecho. Los
conceptos constitucionales tradiciona-
les, incluso actualmente vigentes, par-
tían de una estricta separación entre
Estado y sociedad, que reflejaba las
necesidades de una tercera clase, que
•en aquellos momentos estaba confor-
mando la sociedad civil. El acceso de
la cuarta clase al Parlamento, así
como la intervención del Estado en la
sociedad, debido a profundos cam-
"bios socio-económicos en ésta, rom-
pe con la estricta separación entre
Estado y sociedad, produciéndose im-
plicaciones entre ambas. Realizado
este proceso de cambio social, el vie-
jo Estado liberal, que entendía la
libertad como no intervención en la
esfera social, ha dado paso a un Es-
tado prestacional, que entiende la li-
bertad en sentido positivo, o sea, la
garantía de la libertad real pasa por

la intervención del Estado en la es-
tructura socio-económica, interven-
ción realizada desde un punto de vis-
ta jurídico precisamente en base a la
cláusula social. Desde estos presu-
puestos, esquemáticamente esboza-
dos, tienen que convivir como princi-
pios constitucionales el Estado de De-
recho, que ya no es entendido en
sentido meramente formal (pág. 78),
y el Estado social, apoyados, a su
vez, en una libertad que va más allá
del sentido clásico (pág. 80) y una
igualdad material, que se apoya en el
artículo 9, 2, de la Constitución Es-
pañola. Este sentido de la libertad e
igualdad, que se relacionan dialécti-
camente, son el fundamento de la
dignidad de la persona, y sólo desde
esta perspectiva pueden aplicarse, si
las decisiones son tomadas democrá-
ticamente (pág. 81).

El Estado social, según Parejo Al-
fonso, conforma la realidad socio-eco-
nómica y, por tanto, parte de la ne-
cesidad de modificar el statu quo exis-
tente, pues éste no es justo. Los po-
deres públicos quedan obligados a la
realización de este fin desde los ar-
tículos 1, 1; 9, 2; 30-38; 39-52, y 128-
136, de la Constitución Española. El
Tribunal Constitucional, en su sen-
tencia de 20 de julio de 1981, ha hecho
hincapié en esta obligación, estable-
ciendo, según el autor, un control ne-
gativo de la actuación de los poderes
públicos, o sea, la posibilidad de re-
chazo de una norma legislativa, si
omite el deber de configuración so-
cial. El control positivo de la cláusula
social puede realizarse a través de al-
gunos Derechos fundamentales socia-
les, que reconoce la Constitución y
que concretan a aquélla. Sin embargo,
hay que tener en cuenta la dependen-
cia tanto de la cláusula social, como
de los Derechos fundamentales socia-
les de las circunstancias económicas
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de cada momento. En la realización
de los principios rectores de la polí-
tica social y económica del Capítu-
lo III, Título I, el legislador tiene
que tener un margen de discreciona-
lidad política, pues en caso contrario
no existiría el pluralismo político ni
cabría la posibilidad de la alternan-
cia en el Poder de diferentes opcio-
nes políticas cuyas diferencias se
acentúan más, precisamente, en los
aspectos socio-económicos. Es decir,
desde la Constitución cabe la posibi-
lidad de una política socio-económica
distinta, pero existen unos principios
constitucionales que hay que cumplir
y desde los cuales se garantizan unas
mínimas prestaciones socio-económi-
cas, por ejemplo, respecto a la Segu-
ridad Social (pág. 91), teniendo en
cuenta, como he puesto de manifiesto
en mi trabajo anteriormente citado,
que el grado de concreción de algu-
nos derechos y principios es distinto
respecto a otros desde una perspec-
tiva jurídico-constitucional, lo cual
vincula diversamente al legislador.

Desde estos cambios producidos en
la estructura socio-económica, que
han repercutido en la esfera jurídico-
constitucional, aborda Parejo Alfon-
so la necesaria reforma de la Admi-
nistración. Así, el incremento cons-
tante de la actividad del Estado y la
necesidad de tomar decisiones con
rapidez han dado como resultado el
traslado del lugar de la toma de deci-
siones del Parlamento al Ejecutivo y,
por tanto, a un aumento de las tareas
de la Administración. En el contexto
de este Estado social, la Administra-
ción no tiene una previa regulación
legal en que basarse (pág. 97), lo cual
rompe el esquema clásico de la divi-
sión de poderes y conduce, según el
autor, a una aparente crisis de la or-
ganización administrativa, pero que

en realidad lo es de la organización
constitucional.

En este nuevo Estado, la Adminis-
tración es la pieza clave de cumpli-
miento de la cláusula social (For-
sthoff), surgiendo en el contexto de
aquella tensión entre legitimación y
eficacia (pág. 100). Sin embargo, la
solución no está en la democratiza-
ción de la Administración, pues ésta,
según los artículos 103, 140 y 141 de
la Constitución Española, está mon-
tada sobre el principio institucional-
burocrático y no el corporativo-repre-
sentativo, y, además, se trata de una
organización servicial cuyo objetivo
es la realización del interés general
que ella no determina, sino otras ins-
tituciones constitucionales. Para la
realización de ese interés general se
garantiza la imparcialidad del funcio-
nario (art. 103, 3, CE) y se configura
la Administración como un órgano en
cierta medida independiente del Go-
bierno (Título IV de la CE), si bien
limitadamente, pues está subordina-
do al Gobierno (art. 97 CE).

Considera Parejo Alfonso que las
funciones de la Administración públi-
ca no las otorga la teoría de la divi-
sión de poderes, sino que lo hace ella
misma caso por caso (pág. 106), por
lo cual se trata de un poder pública
autónomo que actúa jurídicamente
y que necesita, por tanto, una perso-
nalidad jurídica. En definitiva, la do-
ble característica de la autonomía y
la actuación de la Administración con-
forme al interés general trazan una
línea divisoria en el ejercicio del po-
der público entre la esfera político-
constitucional y la objetivo-jurídica,
dando como resultado una Adminis-
tración con rasgos autocráticos y con
la necesidad de poseer una persona-
lidad jurídica. Desde este último pre-
supuesto critica la posición de Garri-
do Falla (pág. 111) y otros autores, a
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los que no alude en este contexto, si
bien lo hace en la introducción, de
considerar que la personalidad de la
Administración lleva al olvido de la
personalidad del Estado en su con-
junto. Se apoya para ello en que, des-
de un punto de vista interno, la Ad-
ministración es la única organización
que debe estar personificada (pági-
na 112) y, además, en que el plantea-
miento del Estado como persona ju-
rídica única sólo en casos muy deter-
minados es así (pág. 113), mientras
que frecuentemente actúa con cierta
autonomía entre las partes. En defi-
nitiva, mantiene la tesis de que el
planteamiento subjetivo de García de
Enterría sobre la Administración y
el Derecho administrativo es válido
en la actualidad y que no es la crisis
de esta definición lo que está en jue-
go, sino la necesidad de crear nuevas
categorías en el Derecho público, por-
que las actualmente vigentes están
obsoletas y así él destaca la actualiza-
ción de la división de poderes, el acer-
camiento entre las instancias políti-
cas y el ciudadano y un nuevo replan-
teamiento de los medios de manifes-
tación de la voluntad del Estado
(página 119).

II. En el Estado social, dice Pare-
jo, cristaliza el planteamiento de Hau-
riou de considerar a la Administra-
ción como organismo público que se
dirige a satisfacer las necesidades pú-
blicas a través del empleo de un po-
der de naturaleza pública (pág. 121).
En el contexto de la Constitución este
poder público que es ¡la Administra-
ción (arts. 97, 103 y 106 CE) hay que
situarlo al lado de los institutos de
la descentralización y autonomía (ar-
tículos 2 y 137 y Título VIII CE), que
modifica sustancialmente la estruc-
tura de la Administración y la distri-
bución interna del poder administra-

tivo frente a la situación anterior a la
Constitución. Desde aquí se percibe,
según el ¡autor, la tensión entre la
necesidad de eficacia que plantea el
reconocimiento del Estado social y la
diversidad, basada en un Estado auto-
nómico, o sea, utiliza la cláusula so-
cial como medio de hacer converger
dos ideas aparentemente antitéticas,
la eficacia de la Administración y el
principio autonómico, que implica la
existencia de diversas Administracio-
nes públicas. Esto tiene consecuen-
cias sobre la organización administra-
tiva y, por tanto, la exigencia de un
nuevo planteamiento de la Adminis-
tración pública.

Es necesario un análisis de los dos
institutos que plantean la tensión. El
Tribunal Constitucional, en sentencia
de 2 de junio de 1981, ha reconocido
la autonomía de los Entes territoria-
les para la gestión de sus propios in-
tereses, pero al mismo tiempo esta-
blece que en base al principio de uni-
dad esta autonomía es limitada y no
implica soberanía. Entiende Parejo
que la descentralización territorial se
fundamenta en la diversificación de
los intereses generales, pero el prin-
cipio de unidad es prioritario en la
esfera local, porque los Entes locales
están determinados por la ley, esta-
blecida por Entes de ámbito superior,
y en la esfera autonómica, porque, a
pesar del artículo 148 de la Constitu-
ción Española, los intereses naciona-
les priman, como se evidencia en la
legislación armonizadora y las reglas
de prevalencia y supletoriedad del De-
recho estatal (arts. 149, 3, y 50, 3, CE).
Desde este planteamiento general, las
Administraciones públicas no tienen
una autonomía propia sin conexión
con las restantes, lo cual está rema-
chado por el artículo 149, 1, 18.°, de la
Constitución Española, que interpre-
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ta Parejo como medio de integración
de los órganos de las distintas Admi-
nistraciones (págs. 128 y 129). Por tan-
to, desde el Estado social, en relación
con la igualdad de derechos de todos
los españoles (arts. 149, 1, 1.°, y 139, 1,
de la CE), es exigible una coherencia
y racionalidad de la Administración
pública in totum, y no existe una real
antinomia entre la descentralización
territorial (diversificación del poder
público administrativo) y la exigen-
cia de racionalidad de la acción ad-
ministrativa. Por otra parte, la ra-
cionalidad administrativa es destaca-
da por el autor a través de los princi-
pios de coordinación y eficacia (pá-
ginas 137 y sigs.) del artículo 103, 1,
de la Constitución Española. Se trata,
precisamente, de aquellos principios
que mejor pueden basamentar la lí-
nea de investigación por él empren-
dida de que el Estado social exige un
poder público administrativo eficaz y
coordinado, y que la autonomía de
los Entes territoriales no contradice
esta tesis.

Después de la Constitución de 1978
no puede ya aludirse a la condición
natural de los Municipios con fun-
ciones propias y claramente delimita-
das que el Estado se limita a recono-
cer, puesto que, según Parejo Alfon-
so, los Municipios y Provincias son
partes integrantes de la organización
territorial del Estado (arts. 137, 140
y 141 CE). Lo que no deja claramente
establecido la Constitución es la exac-
ta situación de la Administración lo-
cal en el seno de la nueva organiza-
ción territorial, lo cual es de gran
importancia para conocer las relacio-
nes entre los diversos escalones ad-
ministrativos territoriales (págs. 151
y 152). Para enmarcar la situación de
la Administración local hace un exa-
men del Derecho comparado, llegan-
do a la conclusión de que tanto en

el Derecho alemán como italiano (con
matizaciones), lo que puede conside-
rarse como ámbito del Régimen local
es lo referente a la organización, fun-
cionamiento y procedimiento, mien-
tras que lo concerniente a las funcio-
nes propias es la suma de las diver-
sas leyes, puesto que existe una titu-
laridad repartida.

La Constitución española no preci-
sa el contenido de la autonomía local
(página 166), configurándola como un
autogobierno en el marco de las le-
yes, las cuales concretan el principio
de autonomía de cada tipo de Entes
(sentencia del Tribunal Constitucional
de 2 de febrero de 1981). Posterior-
mente, examina algunos Estatutos de
Autonomía en relación con determina-
dos artículos de la Constitución, es-
pecialmente el 148, 1, 2.°, y el 149, 1,
18.°, llegando a la conclusión, en la
misma línea del Derecho comparado
examinado, que la materia de Régi-
men local abarca a la organización,
funcionamiento, régimen jurídico y
procedimiento de los Entes locales,
mientras que las funciones dependen
de la diversa normativa sobre el tema.
Además, destaca que tanto el Estado
como las Comunidades Autónomas
tienen competencias concurrentes so-
bre el Régimen local, por lo que exis-
ten relaciones intersubjetivas entre la
Administración del Estado, autonómi-
ca y local (págs. 174 y 175).

Parejo Alfonso examina después el
encuadramiento orgánico de la Admi-
nistración local en el contexto de la
Administración pública. Una vez más
examina el Derecho alemán e italia-
no (págs. 177 y sigs.), deduciendo que
el Derecho español tiene rasgos de
ambos (pág. 188) y concluyendo que
la Administración local está incorpo-
rada a la organización territorial de
las Comunidades Autónomas, si bien
existen relaciones directas entre la
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Administración del Estado y la local.
Una vez vista la posición de la Ad-

ministración local en el conjunto de
la estructura administrativa, hay que
aludir al segundo problema que el
autor considera importante: el refe-
rente a determinar si existe o no un
control administrativo de la autono-
mía y compatibilidad entre ambos ins-
titutos.

Estudia el contenido de la autono-
mía local en la sentencia del Tribunal
Constitucional de 2 de febrero de 1981
y en la Ley 40/1981, de 28 de octubre,
como asimismo en algunos Estatutos
de Autonomía, diagnosticando que
existe desorden y falta de sistemáti-
ca (pág. 200), por lo cual hay que pre-
cisar jurídicamente la autonomía.
Para ello, estudia el Derecho francés,
alemán e italiano (págs. 204 y sigs.)
y deduce que existe compatibilidad
entre autonomía y control adminis-
trativo, pues la existencia de solamen-
te un control judicial es insuficien-
te (págs. 222 y 223). En el Derecho es-
pañol se tiende a la reducción del con-
trol administrativo, tanto por el Tri-
bunal Constitucional como por alguna
doctrina (Sosa Wagner, Tolivar, Bo-
canegra), porque erróneamente, se-
gún Parejo Alfonso, se considera el
control administrativo como técnica
de limitación de la autonomía, cuan-
do en realidad es de precisión y man-
tenimiento de ésta dentro de sus lí-
mites propios. Por otra parte, hay
que distinguir entre la autonomía de
las Comunidades Autónomas y los En-
tes locales, como asimismo entre las
potestades de autogobierno en el pla-
no organizatorio y de personal, donde
los Entes locales gozan de una amplia
autonomía, y en el plano competen-
cial, donde los límites están muy de-
terminados, tanto por la realidad com-
petencial concreta de cada sector (pá-
gina 229), que es diversa, como por la

interpretación que hace de los princi-
pios del Estado de Derecho y cláusu-
la social desde la perspectiva del prin-
cipio de unidad (págs. 238 y 239).

Alude el autor, finalmente, en el
contexto del capítulo III, al cuadro
de relaciones interadministrativas de
control y destaca, ya inicialmente, el
diferente contenido de la autonomía
de las Nacionalidades y Regiones, y
de Municipios y Provincias. Precisa-
mente, desde este menor alcance de
la autonomía local considera Parejo
Alfonso que el sistema de relaciones
de control debe ser más intenso en
relación con la Administración local
que con la autonómica (pág. 253). Pos-
teriormente, examina las competen-
cias que corresponden a la Adminis-
tración local, deduciendo que el con-
trol de ésta depende del reparto entre
la Administración del Estado y la
autonómica, si se tiene en cuenta que
la Administración local no es contro-
lada totalmente por la autonómica,
como en el Derecho alemán, por lo
cual establece el autor un control ge-
neral y otro funcional o sectorial, se-
gún la lógica propia de cada materia
(página 257).

En el contexto del último capítulo
plantea Parejo Alfonso la reforma del
control judicial de la Administración.
La cuestión nuclear, según él, es la
efectividad del control, que se apoya
en el artículo 24, 1, de la Constitución
Española, pero que plantea dificulta-
des debido a la falta de medios per-
sonales ¡y materiales, la desigualdad
de las partes en el proceso, etc.... (pá-
gina 265).

Parece necesario que la justicia ac-
túe en un plazo razonable, lo cual ha
sido establecido por el Tribunal Cons-
titucional (sentencia de 14 de julio
de 1981). Sin embargo, la existencia de
una vía administrativa previa a la con-
tenciosa va en contra de la necesaria
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rapidez en administrar justicia y es
un privilegio de la Administración
(página 269). A pesar de ello, el autor,
desde la perspectiva del Estado social,
y para limitar los principios de auto-
nomía, descentralización y desconcen-
tración, considera que el recurso ad-
ministrativo es un medio de control
importante y de reforzamiento del
principio de jerarquía, por lo cual es
necesario reformar esta vía previa,
pero no suprimirla (págs. 271 y sigs.).
Por otra parte, entiende que la doble
instancia en la vía contenciosa va en
contra del derecho a la tutela judicial
efectiva (art. 24, 1, CE), por lo cual
aboga no por su supresión, sino por
su reforma en la línea ya emprendida
por el Real Decreto-ley 1/1977, de 4 de
enero (págs. 277 y sigs.). Finalmente,
considera que el principio de publi-
cidad y oralidad es necesario en el
proceso contencioso, frente al carác-
ter escrito que tiene en la actualidad.

Posteriormente, plantea Parejo Al-
fonso la situación de desigualdad que
implica para el particular la ejecuti-
vidad de los actos administrativos.
Alude a las excepciones a este princi-
pio general (pág. 285), pero esta téc-
nica suspensiva sólo abarca a los ac-
tos positivos de limitación, pero no
a los casos de inactividad de la Admi-
nistración, que son una parte impor-
tante del total. Según el autor, esta
situación es incompatible con el De-
recho fundamental a una tutela judi-
cial efectiva (art. 24, 1, CE) y el estado
de la cuestión lo plantea la sentencia
del Tribunal Supremo de 17 de julio
de 1982, al considerar que la eficacia
de la Administración (art. 103, 1, CE)
no puede ser el apoyo de la conserva-
ción del privilegio de autotutela. Es
necesario, por tanto, encontrar un
equilibrio entre la posición privilegia-
da de la Administración como poder
público y el control judicial de ésta.

El camino podría encontrarse en la
Ley 62/1978 de protección jurisdiccio-
nal de los Derechos fundamentales,
además de en la sentencia del Tribu-
nal Constitucional de 8 de junio de
1982 y algunas normas postconstitu-
cionales (págs. 290 y sigs.).

En este contexto alude al problema
de la insuficiencia de medios que tie-
ne el Juez, pues únicamente cuenta
con la técnica suspensiva para armo-
nizar la posición de la Administración
como poder público y el control judi-
cial de ésta. Apoyándose en el Dere-
cho comparado, y especialmente en el
francés, entiende que el Juez necesita
otras técnicas de tutela provisional,
pues, en otro caso, podría hacerse in-
útil la sentencia final recaída (pági-
nas 310 y ss.). En este sentido, la Ley
de Enjuiciamiento Civil ofrece algunas
posibilidades al Juez, que podrían ser
extendidas a la jurisdicción conten-
cioso-administrativa.

Finalmente, alude el autor a la eje-
cución de las sentencias por la pro-
pia Administración y la tensión que
esto implica al reconocerse el Estado
de Derecho como principio constitu-
cional. Incluso en Francia, de donde
está tomado el modelo español, se han
puesto determinados obstáculos cuan-
do la Administración es reticente a
la ejecución, pues se impone al par-
ticular, que ya tiene una sentencia
favorable, una nueva carga impugna-
toria (págs. 314 y sigs.). Desde la ac-
tual Constitución, el sistema vigente
de ejecución de sentencias hay que
considerarlo como de inconstituciona-
lidad sobrevenida en base a los artícu-
los 117, 3, y 118 de la Constitución Es-
pañola. Asimismo, una sentencia del
Tribunal Constitucional de 7 de junio
de 1982 ha aludido al respeto del prin-
cipio de santidad de la cosa juzgada
y a su cumplimiento por la Adminis-
tración (págs. 318 y 319). Sin embargo.
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la ejecución de la sentencia por el
Juez puede entrar en conflicto con la
condición de poder público de la Ad-
ministración, lo cual no implica que
los principios de Estado social y de
Derecho tengan que ceder a favor de
los intereses del Estado, sino que hay
que acomodar ambos principios, para
!o cual una solución sería, si la sen-
tencia condena al pago de cantidad de
•dinero, la expedición judicial de man-
damientos de pagos vinculantes para
la Tesorería y, por tanto, para el Ban-
co de España (págs. 322 y sigs.).

III. Hay que destacar en la obra
de Parejo Alfonso, en mi opinión, el
planteamiento hecho respecto a que
la crisis de la Administración y De-
recho administrativo tiene su origen
en una crisis constitucional (la Admi-
nistración está determinada por los
principios constitucionales), que no
ha sabido acomodar sus conceptos a
los cambios socio-económicos habidos.
Por otra parte, implica una novedad
sugestiva la utilización que hace de
la cláusula social como medio de re-
forzamiento del principio de unidad
frente a la nueva Administración sur-
gida desde los principios de autono-
mía y descentralización, puesto que
él considera que el principio del Esta-
do social es la base para exigir cohe-
rencia y racionalidad a las distintas
Administraciones públicas y a su con-
ciencia 'de que son partes de un todo.

Se trata de un trabajo audaz, que
desde una base constitucional, sostie-
ne una tesis original (el Estado social
como aglutinante de las diversas Ad-
ministraciones) llevada hasta el final,
si bien en determinados momentos,
en mi opinión, tiene que forzar sus
argumentos para mantener su tesis,
especialmente en el capítulo cuarto,

donde tiene que apoyarse en el prin-
cipio del Estado de Derecho, con toda
la razón, me parece, porque es este
principio, con preferencia al del Es-
tado social, el idóneo a utilizar en
ese contexto. También delimita y cla-
rifica los límites jurídico-públicos den-
tro de los que ha de moverse la Ad-
ministración local, lo cual me parece
muy positivo, si se tiene en cuenta
que la Constitución al establecer di-
versos escalones autonómicos ha com-
plicado un tanto las cosas.

Por otra parte, es conflictiva la te-
sis que mantiene en la página 76, pues
me parece que Estado y sociedad son
Entes sustantivamente diferentes, si
bien interrelacionados, y la identifica-
ción entre Estado y sociedad lleva a
un Estado totalitario. Asimismo, es
discutible el planteamiento de la pá-
gina 106 de que la Administración se
otorga a sí misma sus funciones. En
primer lugar, la posición de la Admi-
nistración está determinada por la di-
visión de poderes y, además, sus fun-
ciones las establece la ley (vinculación
positiva y principio de legalidad), por
lo cual la Administración no puede
fijarse a sí misma sus tareas, aunque
sea caso por caso. Lo único que pue-
de hacer la Administración es una in-
terpretación de la ley dentro de cier-
tos límites, pero no puede actuar
como un poder público autónomo, si
además se tiene en cuenta que es di-
rigida por el Gobierno (art. 97 CE).

Finalmente, es importante, en mi
opinión, el esbozamiento que Parejo
Alfonso hace de problemas nucleares
del Derecho público, en general, y del
Derecho administrativo, en particular,
que demuestran el mérito de la obra.

Ricardo GARCÍA MACHO
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